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INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE 
REFORMA LA FRACCIÓN LVII. DEL ARTÍCULO 3º. Y SE 
ADICIONAN LOS ARTÍCULOS 82 BIS 1. Y 82 BIS 2. DE LA LEY 
DE AGUAS NACIONALES, EN MATERIA DE USO, 
APROVECHAMIENTO Y DESCARGA DE AGUAS NACIONALES 
PARA LA ACUACULTURA Y LA CAMARONICULTURA. 
 
El suscrito Diputado Federal Leoncio Alfonso Morán Sánchez, 
integrante del Grupo Parlamentario de MORENA de la LXVI con 
fundamento en lo dispuesto en el artículo 71 fracción II de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 6 numeral 
1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados; 
presenta a consideración de esta soberanía la presente Iniciativa 
con proyecto de decreto por el que se reforma la fracción LVII. 
del Artículo 3o. y se adicionan los artículos 82 Bis 1. y 82 Bis 2. 
De la Ley de Aguas Nacionales, en materia de uso, 
aprovechamiento y descarga de aguas nacionales para la 
acuacultura y la camaronicultura. Al tenor de la siguiente: 
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
 

La producción de alimentos constituye una actividad estratégica para 
el desarrollo nacional, la seguridad alimentaria y el bienestar de 
millones de familias mexicanas. Tanto la agricultura como la 
acuacultura forman parte del sector primario de la economía y 
comparten una misma finalidad: producir alimentos indispensables 
para la población mediante el aprovechamiento sustentable de los 
recursos naturales. 
 
No obstante, el marco jurídico vigente establece un tratamiento 
desigual entre ambas actividades. Mientras la agricultura cuenta con 
un régimen legal que reconoce su naturaleza productiva y prevé 
facilidades para su desarrollo, la acuacultura continúa siendo 
regulada, en diversos aspectos de la Ley de Aguas Nacionales y de 
la Ley Federal de Derechos, bajo criterios propios de actividades 
industriales, situación que genera obligaciones administrativas, 
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técnicas y económicas que no corresponden con la realidad del 
sector. 
 
Esta diferencia de trato carece de justificación objetiva cuando ambas 
actividades utilizan el agua como insumo esencial para la producción 
de alimentos y forman parte de las actividades primarias del país.  
 
Para iniciar, la legislación tributaria debe partir de conceptos jurídicos 
claros y precisos que permitan identificar con certeza las actividades 
sujetas a regulación.  
 
Actualmente, la Ley Federal de Derechos, remite a la Ley de Aguas 
Nacionales los conceptos que se utilizan por lo tanto es indispensable  
una definición específica de "Uso en Actividades de Acuacultura", lo 
que genera incertidumbre respecto del alcance de las disposiciones 
aplicables a quienes realizan actividades de cultivo, reproducción, 
preengorda y engorda de especies acuáticas. La incorporación de 
este concepto fortalece el principio de seguridad jurídica previsto en 
el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, al establecer con claridad el supuesto normativo que será 
objeto de regulación. 
 
Asimismo, incorporar una definición expresa de "Uso en Actividades 
de Acuacultura" permite diferenciar jurídicamente las actividades 
acuícolas de otros usos del agua previstos en la legislación, 
particularmente de aquellos asociados a procesos industriales. La 
acuacultura posee características técnicas y productivas propias, ya 
que el agua constituye el medio indispensable para el desarrollo 
biológico de las especies cultivadas y no un elemento sometido a 
procesos de transformación industrial. Reconocer esta particularidad 
desde la propia definición legal constituye un primer paso para 
construir un régimen normativo congruente con la naturaleza de la 
actividad. 
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La reforma también contribuye a mejorar la técnica legislativa del 
ordenamiento. Las leyes fiscales deben contener definiciones 
precisas cuando de ellas depende la determinación de derechos y 
obligaciones de los contribuyentes. La ausencia de un concepto 
específico obliga a recurrir a interpretaciones administrativas o a 
disposiciones contenidas en otros ordenamientos, situación que 
puede generar criterios dispares en la aplicación de la ley. Incorporar 
esta definición dota al marco jurídico de mayor coherencia 
sistemática y facilita su correcta interpretación. 
 
La definición propuesta reconoce expresamente que las actividades 
de acuacultura comprenden el cultivo, reproducción controlada, 
preengorda y engorda de especies de la fauna y flora susceptibles de 
explotación comercial, ornamental o recreativa, siempre que los 
productos no hayan sido objeto de transformación industrial.  
 
Con ello, pretendo legislar con precisión el alcance de la norma, 
identifica objetivamente a los sujetos a quienes resulta aplicable y 
establece un concepto legal que servirá como base para la correcta 
aplicación de las disposiciones fiscales relacionadas con el uso y 
aprovechamiento de las aguas nacionales, evitando vacíos 
normativos y fortaleciendo la seguridad jurídica. 
 
La legislación vigente coloca a miles de productores acuícolas en una 
posición de desventaja frente a otros productores agroalimentarios, 
afectando la competitividad, la inversión y el crecimiento de un sector 
con enorme potencial para contribuir a la seguridad alimentaria 
nacional. 
 
Los productores acuícolas enfrentan riesgos inherentes a su 
actividad, como fenómenos hidrometeorológicos, enfermedades 
exóticas, incremento en los costos de producción, fluctuaciones del 
mercado internacional y competencia desleal derivada del 
contrabando de productos provenientes del extranjero. 
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A pesar de ello, además deben hacer frente a un régimen regulatorio 
que los considera, en los hechos, como potenciales contaminadores 
industriales, imponiéndoles obligaciones que resultan excesivas para 
una actividad de carácter agroalimentario. 
 
Uno de los principales problemas consiste en el régimen aplicable a 
las descargas de agua derivadas de la actividad acuícola. La 
legislación vigente obliga por igual a pequeños, medianos y grandes 
productores a cumplir procedimientos administrativos, monitoreos, 
estudios técnicos y análisis de laboratorio altamente especializados, 
independientemente de la escala de producción o del riesgo 
ambiental efectivo que representen sus descargas. 
 
 
Esta regulación desconoce las características propias de la 
acuacultura. En la mayoría de los procesos productivos acuícolas el 
agua funciona como medio de cultivo y no como insumo sometido a 
procesos industriales o químicos capaces de generar contaminantes 
de alta peligrosidad. Sin embargo, la legislación continúa clasificando 
sus efluentes como "aguas residuales", sujetándolos prácticamente 
al mismo régimen previsto para actividades industriales, lo que 
genera importantes cargas regulatorias y económicas para los 
productores. 
 
 
Aun cuando el productor cumple con las normas ambientales, el 
simple hecho de acreditar dicho cumplimiento implica realizar análisis 
periódicos cuyo costo representa una carga económica considerable, 
particularmente para las pequeñas y medianas unidades de 
producción. 
 
En numerosos casos, el costo del cumplimiento administrativo resulta 
incluso superior al beneficio económico obtenido por la actividad 
productiva. 
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A ello se suma un problema aún más grave: el régimen sancionatorio 
previsto por la Ley de Aguas Nacionales. El incumplimiento de 
obligaciones formales, como permisos, estudios, reportes o 
autorizaciones, puede derivar en multas cuya cuantía alcanza desde 
uno o dos millones de pesos hasta cientos de millones de pesos, 
dependiendo del volumen concesionado o de las características 
administrativas de la descarga.  
 
En la práctica, estas sanciones resultan absolutamente 
desproporcionadas para productores cuya actividad tiene naturaleza 
agroalimentaria y cuyos márgenes de rentabilidad difícilmente 
permiten absorber este tipo de cargas económicas. 
 
 
Esta situación genera un ambiente permanente de incertidumbre 
jurídica para el sector. La posibilidad de enfrentar sanciones que 
comprometan la viabilidad económica de las unidades de producción 
inhibe nuevas inversiones, desalienta la formalidad y limita el 
desarrollo de una actividad que podría convertirse en una fuente 
importante de crecimiento económico, empleo y producción nacional 
de alimentos. 
 
 
Resulta indispensable recordar que el artículo 4° constitucional 
reconoce el derecho humano a una alimentación nutritiva, suficiente 
y de calidad, mientras que el artículo 25 establece la obligación del 
Estado de conducir el desarrollo nacional promoviendo la 
competitividad y el fortalecimiento de las actividades productivas.  
 
Bajo estos principios, las normas regulatorias deben fomentar la 
producción nacional de alimentos y no establecer cargas 
desproporcionadas que terminen expulsando a los productores del 
mercado. 
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La presente iniciativa parte de un principio elemental de justicia 
regulatoria: si la agricultura y la acuacultura son actividades primarias 
dedicadas a producir alimentos, ambas deben recibir un trato jurídico 
equivalente en materia de aprovechamiento del agua y de las 
obligaciones derivadas de su utilización. 
 
No se propone eliminar los controles ambientales ni disminuir la 
protección de los recursos hídricos. Por el contrario, la iniciativa 
mantiene plenamente las obligaciones relacionadas con la protección 
del medio ambiente y el cumplimiento de las Normas Oficiales 
Mexicanas aplicables.  
 
Lo que se busca es que las cargas administrativas, los derechos y 
las obligaciones sean acordes con la naturaleza productiva de la 
acuacultura y no con un régimen diseñado para actividades 
industriales altamente contaminantes. 
 
 
En este sentido, la reforma plantea modificar la Ley de Aguas 
Nacionales para reconocer expresamente el uso acuícola como una 
actividad primaria diferenciada, así como establecer un régimen 
específico para las descargas provenientes de procesos acuícolas 
que no utilicen sustancias tóxicas, metales pesados o materiales 
peligrosos.  
 
Con estas modificaciones se busca dotar de certeza jurídica a los 
productores, eliminar cargas regulatorias desproporcionadas, 
incentivar la producción nacional de alimentos, fortalecer la 
competitividad del sector acuícola y garantizar que el marco jurídico 
mexicano trate de manera igual a quienes realizan actividades 
productivas esencialmente iguales, respetando el principio 
constitucional de igualdad y contribuyendo al desarrollo sustentable 
del país. 
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Me permito presentar una serie de cifras y datos contundentes para 
mayor comprensión de esta urgente necesidad, la importancia 
estratégica de la acuacultura para México se refleja en su crecimiento 
sostenido y en su contribución al abasto nacional de alimentos.  
 
De acuerdo con la Comisión Nacional de Acuacultura y Pesca 
(CONAPESCA), en su balance de resultados 2024, la producción 
acuícola nacional alcanzó 273 mil 941 toneladas, con un valor 
económico superior a 18 mil 275 millones de pesos, cifras que 
representan prácticamente la mitad del valor económico generado 
por todo el sector pesquero y acuícola del país.  
 
Estos datos demuestran que la acuacultura ya no constituye una 
actividad complementaria, sino un componente estratégico del 
sistema agroalimentario mexicano, por lo que resulta indispensable 
que el marco jurídico le otorgue un tratamiento congruente con su 
relevancia económica y social. 
 
La propia CONAPESCA reconoce que la pesca y la acuacultura 
constituyen pilares de la soberanía alimentaria nacional. En su 
informe oficial correspondiente a 2025 señaló que la producción 
conjunta alcanzó 2 millones 206 mil 439 toneladas y que 333 mil 630 
personas dependen directamente de estas actividades para generar 
ingresos y abastecer alimentos a millones de familias mexicanas.  
 
La legislación, por tanto, debe construirse considerando que detrás 
de cada unidad de producción existen empleos, cadenas productivas 
y economías regionales cuya permanencia depende de contar con 
reglas proporcionales y viables. 
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En el ámbito internacional, la Organización de las Naciones Unidas 
para la Alimentación y la Agricultura (FAO) ha sostenido de manera 
reiterada que la acuacultura representa el sistema de producción de 
alimentos con mayor crecimiento en el mundo durante las últimas 
décadas. En su informe The State of World Fisheries and Aquaculture 
2026, la FAO reportó que la producción mundial de organismos 
acuáticos cultivados superó por primera vez los 100 millones de 
toneladas, aportando más del 53% de toda la producción mundial de 
animales acuáticos destinados al consumo humano, lo que confirma 
que los países que fortalezcan jurídicamente esta actividad estarán 
mejor preparados para responder a la creciente demanda mundial de 
alimentos. 
 
La relevancia de la acuacultura también debe analizarse desde la 
perspectiva de la seguridad alimentaria. La FAO estima que los 
alimentos de origen acuático aportan al menos una quinta parte de la 
proteína animal consumida por 3,100 millones de personas en el 
mundo. Este dato pone de manifiesto que la producción acuícola no 
puede ser entendida únicamente como una actividad económica, 
sino como un instrumento para garantizar el derecho humano a la 
alimentación reconocido por el artículo 4º de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos. Un marco normativo que inhibe el 
crecimiento de esta actividad termina afectando indirectamente la 
capacidad del Estado para fortalecer la disponibilidad de alimentos 
nutritivos y de alta calidad. 
 
Otro aspecto que evidencia la necesidad de actualizar la legislación 
consiste en la falta de proporcionalidad regulatoria.  
 
Mientras la agricultura y la ganadería cuentan con esquemas 
diferenciados de aprovechamiento del agua derivados de su 
condición de actividades primarias, la acuacultura continúa sometida 
a obligaciones propias de actividades industriales, aun cuando los 
propios productores señalan que sus procesos no incorporan 
sustancias tóxicas, metales pesados o compuestos químicos 
peligrosos que justifiquen un tratamiento idéntico al de industrias 
manufactureras.  
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Precisamente por ello, la propuesta técnica presentada por el sector 
plantea incorporar un régimen específico para las descargas 
provenientes de procesos acuícolas que no utilicen sustancias 
peligrosas. 
 
El principio constitucional de igualdad exige que el legislador otorgue 
un trato semejante a quienes se encuentran en circunstancias 
equivalentes y reserve tratamientos distintos únicamente cuando 
exista una justificación objetiva y razonable.  
 
En este caso, la agricultura y la acuacultura pertenecen al mismo 
sector primario, ambas producen alimentos, dependen del 
aprovechamiento sustentable del agua y se encuentran sujetas a 
riesgos biológicos y climáticos similares. En consecuencia, mantener 
un régimen jurídico más gravoso exclusivamente para la acuacultura 
resulta difícil de justificar desde la óptica de los principios de igualdad 
y proporcionalidad previstos en los artículos 1º y 31, fracción IV, de la 
Constitución. 
 
 
La sobrerregulación también genera efectos negativos sobre la 
inversión productiva. Los propios productores describen que la 
incertidumbre derivada de posibles sanciones, cancelaciones de 
concesiones y procedimientos administrativos desincentiva la 
ampliación de las unidades de producción y obliga a destinar 
recursos al cumplimiento de cargas burocráticas, en lugar de 
invertirlos en infraestructura, innovación tecnológica o generación de 
empleo.  
 
En consecuencia, la legislación termina castigando la productividad 
en lugar de promoverla, contradiciendo el mandato constitucional 
contenido en el artículo 25, que obliga al Estado a fomentar el 
desarrollo económico nacional. 
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La propuesta tampoco implica reducir los estándares de protección 
ambiental. Por el contrario, mantiene la obligación de cumplir con las 
Normas Oficiales Mexicanas aplicables, los límites máximos 
permisibles y las condiciones particulares de descarga establecidas 
por la autoridad competente.  
 
Lo que plantea es diferenciar jurídicamente aquellas descargas 
derivadas de procesos acuícolas que, por su naturaleza y 
características, no representan el mismo nivel de riesgo que las 
descargas provenientes de actividades industriales. Esta 
diferenciación constituye una aplicación del principio de regulación 
basada en riesgos, ampliamente utilizado en la elaboración de 
políticas públicas modernas. 
 
Asimismo, un régimen jurídico más equilibrado permitiría fortalecer la 
competitividad internacional del sector acuícola mexicano.  
 
 
Diversos organismos internacionales, entre ellos la OCDE, 
mantienen sistemas permanentes de seguimiento a la producción 
acuícola debido a que se trata de uno de los sectores 
agroalimentarios con mayor dinamismo económico y comercial. En 
un contexto de creciente demanda mundial de proteínas acuáticas, 
México requiere un marco normativo que incentive la producción 
nacional y facilite la incorporación de nuevas inversiones, en lugar de 
imponer barreras regulatorias que limiten su crecimiento. 
 
Finalmente, la presente reforma responde al principio de mejora 
regulatoria previsto en el artículo 25 constitucional, conforme al cual 
las normas deben generar beneficios superiores a las cargas que 
imponen a los particulares. Ninguna política pública resulta sostenible 
cuando las obligaciones administrativas son materialmente 
imposibles de cumplir para una parte importante de sus destinatarios 
o cuando las consecuencias económicas del incumplimiento superan 
por mucho la capacidad financiera de los productores.  
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Homologar el tratamiento jurídico de la acuacultura al de la 
agricultura no significa disminuir la protección del agua; significa 
reconocer que ambas son actividades primarias que producen 
alimentos para la población mexicana y que, por ello, merecen un 
régimen legal proporcional, equitativo y acorde con su función 
estratégica para el desarrollo nacional. 

 
PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 

 
La regulación vigente en materia de aguas nacionales genera un 
problema operativo específico para las unidades de producción 
acuícola: la obligación de acreditar permanentemente las 
características de sus descargas mediante permisos, mediciones, 
reportes trimestrales, dispositivos de control y análisis realizados por 
laboratorios acreditados.  
 
 
 
Estas exigencias se aplican con independencia de la capacidad 
económica, extensión, volumen de producción o nivel de tecnificación 
de cada establecimiento, de manera que una granja familiar queda 
sujeta, en términos generales, a procedimientos semejantes a los 
exigidos a unidades productivas de gran escala. 
 
El problema no radica solamente en la existencia de requisitos 
ambientales, sino en que su diseño no distingue entre el 
incumplimiento que provoca un daño real al recurso hídrico y la 
omisión de una formalidad documental. 
 
Un productor puede mantener sus descargas dentro de parámetros 
aceptables y, aun así, ser sancionado por carecer de un permiso 
actualizado, no presentar un reporte en el plazo establecido, no medir 
correctamente un volumen o no contar con un análisis expedido por 
un laboratorio reconocido por la autoridad. 
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Esta estructura regulatoria convierte el cumplimiento en un proceso 
complejo y costoso. Para conservar determinados beneficios o 
acreditar que una descarga se encuentra dentro de los límites 
permitidos, el contribuyente debe medir el volumen de cada punto de 
descarga y acompañar sus declaraciones con reportes emitidos por 
laboratorios acreditados y aprobados por la Comisión Nacional del 
Agua. Cuando no se miden por separado los volúmenes exentos y 
los sujetos al pago, la legislación permite cobrar el derecho por la 
totalidad del agua descargada. 
 
En las unidades acuícolas pueden existir diversos estanques, 
canales, cárcamos o puntos de salida del agua. Por ello, las 
obligaciones de monitoreo no necesariamente se realizan una sola 
vez por establecimiento, sino que pueden multiplicarse en función de 
cada punto de descarga.  
 
 
El documento presentado por los productores de Colima señala que 
los análisis requeridos para acreditar una exención podían superar 
los veinte mil pesos por descarga y por trimestre, mientras que, en 
determinadas granjas de la entidad, el costo anual de los análisis 
llegaba a superar los ochenta mil pesos por punto de descarga. 
 
La aplicación uniforme de estas cargas produce una afectación 
especialmente severa en los pequeños productores. El costo de una 
prueba de laboratorio, de la instalación de medidores o de la 
elaboración de estudios técnicos no disminuye proporcionalmente 
cuando la granja produce menos. En consecuencia, las unidades de 
menor tamaño destinan una proporción mayor de sus ingresos al 
cumplimiento administrativo, lo que puede impedirles regularizarse, 
ampliar su producción o continuar operando. 
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También existe un problema en la forma de calcular las 
consecuencias económicas asociadas con las descargas. El volumen 
de agua movilizado en la acuacultura puede ser considerable debido 
a que constituye el espacio donde se desarrollan los organismos. 
Esto provoca que un esquema de cobro basado principalmente en 
metros cúbicos pueda generar cantidades elevadas, aun cuando el 
agua no haya sido sometida a procesos de transformación industrial 
ni presente concentraciones de contaminantes que justifiquen dicho 
monto. 
 
El caso expuesto por los productores permite observar esta 
distorsión. Para una granja con producción promedio de 1.2 
toneladas de camarón por hectárea, se estimó una descarga anual 
aproximada de 108 mil metros cúbicos por hectárea. Aplicando la 
cuota señalada en el documento, el pago podía ascender a 486 mil 
pesos por hectárea, mientras que el valor calculado de la producción 
difícilmente superaba los 66 mil pesos en la misma superficie. Más 
que incentivar el cumplimiento, una obligación superior al valor de lo 
producido vuelve económicamente inviable la regularización. 
 
 
A esta carga se agrega la posibilidad de imponer multas calculadas 
conforme al volumen concesionado, la descarga registrada y las 
infracciones administrativas detectadas. Al no existir una graduación 
suficientemente clara que considere el tamaño de la unidad, la 
intencionalidad, la reincidencia, el beneficio económico obtenido y la 
existencia de un daño ambiental comprobable, las sanciones pueden 
ubicarse en cantidades que exceden por completo el patrimonio o los 
ingresos de una granja. 
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La consecuencia es una ruptura entre la norma y la realidad 
productiva. Cuando las obligaciones no pueden ser atendidas con los 
recursos técnicos y económicos disponibles, aumentan la 
irregularidad, los procedimientos de defensa, la interposición de 
juicios y los conflictos entre productores y autoridades. Los 
documentos aportados refieren casos de multas elevadas, 
cancelación de títulos de concesión y productores que han tenido que 
recurrir al juicio de amparo para evitar el cierre o la pérdida de sus 
unidades productivas. 
 
El marco actual también genera falta de certeza respecto de la 
naturaleza jurídica del agua que sale de las instalaciones acuícolas. 
La clasificación general como agua residual no permite identificar con 
precisión cuándo se trata de una descarga con contaminantes 
derivados del proceso productivo y cuándo corresponde 
principalmente al retorno del agua utilizada como medio de cultivo. 
Esta ausencia de diferenciación ocasiona que la autoridad pueda 
aplicar obligaciones concebidas para descargas de distinta 
composición y peligrosidad. 
 
 
La propuesta intenta atender esta indefinición mediante la creación 
de disposiciones específicas para actividades que no utilicen como 
materia prima sustancias capaces de generar metales pesados, 
cianuros o tóxicos. En esos casos, se plantea que las descargas se 
rijan por las normas oficiales y por condiciones particulares 
adecuadas a sus características. La existencia de esta propuesta 
confirma que el ordenamiento actual no contiene una categoría 
suficientemente precisa para regular los distintos sistemas acuícolas. 
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Otro problema consiste en la dispersión normativa. Los productores 
deben atender simultáneamente disposiciones de la Ley de Aguas 
Nacionales, la Ley Federal de Derechos, sus reglamentos, las 
normas oficiales mexicanas, las condiciones particulares de 
descarga y las reglas administrativas expedidas por la autoridad.  
 
Esta multiplicidad dificulta conocer con claridad qué autorización se 
requiere, qué estudios deben presentarse, con qué periodicidad 
deben realizarse y qué consecuencias produce cada incumplimiento. 
 
La reforma debe resolver, por tanto, una combinación de fallas 
regulatorias: obligaciones idénticas para productores con 
capacidades distintas; costos de acreditación que pueden superar la 
capacidad financiera de las unidades; cobros vinculados al volumen 
sin considerar suficientemente la calidad efectiva del agua; sanciones 
potencialmente ruinosas por omisiones administrativas; falta de una 
categoría jurídica específica para determinadas descargas acuícolas, 
y dispersión de requisitos en diversos ordenamientos. 
 
 
De mantenerse esta situación, los productores continuarán 
enfrentando tres alternativas igualmente negativas: operar sin la 
totalidad de los requisitos y permanecer expuestos a sanciones; 
destinar recursos excesivos al cumplimiento, reduciendo la viabilidad 
de su actividad; o abandonar la producción. El problema que debe 
resolver el legislador consiste en construir un régimen que permita 
controlar y vigilar las descargas de manera efectiva, pero que 
establezca obligaciones técnicamente realizables, económicamente 
proporcionales y diferenciadas conforme al tamaño, características y 
riesgo comprobable de cada unidad acuícola. 
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LA PROPUESTA LEGISLATIVA 
 

Para mayor claridad de lo expuesto me permito presentar un cuadro 
comparativo: 
 

LEY DE AGUAS NACIONALES 
 

TEXTO ACTUAL PROPUESTA DE 
MODIFICACIÓN 

DICE DEBE DECIR 
ARTÍCULO 3. … 
 
I. A LVI. … 
 
LVII. “Uso en Acuacultura”: El 
aprovechamiento de paso de aguas 
nacionales en el conjunto de actividades 
dirigidas a la reproducción controlada, pre 
engorda y engorda de especies de la fauna y 
flora realizadas en instalaciones en aguas 
nacionales, por medio de técnicas de cría o 
cultivo, que sean susceptibles de explotación 
comercial, ornamental o recreativa; 
 
 
 
 
 
 
 
 
LVII BIS. A LXVI. … 
 
… 
 
Sin correlativo 
 
 
 
 
 
 
 
 

ARTÍCULO 3. … 
 
I. A LVI. … 
 
LVII. “Uso en Actividades de 
Acuacultura”: La explotación, uso o 
aprovechamiento de las aguas 
nacionales destinadas al cultivo, 
reproducción controlada, 
preengorda y engorda de especies 
de la fauna y flora, realizadas en 
instalaciones ubicadas en aguas 
nacionales, mediante técnicas de 
cría o cultivo, cuyos productos 
sean susceptibles de explotación 
comercial, ornamental o recreativa, 
siempre que éstos no hayan sido 
objeto de transformación 
industrial. 
 
LVII BIS. A LXVI. … 
 
… 
 
 
ARTÍCULO 82 BIS 1.La explotación, 
uso o aprovechamiento de las 
aguas nacionales para el cultivo, 
reproducción controlada, pre 
engorda y engorda de especies de 
la fauna y flora realizadas en 
instalaciones ubicadas en aguas, 
por medio de técnicas de cría o 
cultivo, que sean susceptibles de 
explotación comercial, ornamental 
o recreativa; siempre que los 
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TEXTO ACTUAL PROPUESTA DE 
MODIFICACIÓN 

 
 
 
 
 
 
 
 
Sin correlativo 

productos no hayan sido objeto de 
transformación industrial, se podrá 
realizar por personas físicas o 
morales previa la concesión 
respectiva otorgada por “la 
Autoridad del Agua”, en los 
términos de la presente Ley y sus 
reglamentos. 
 
ARTÍCULO 82 BIS 2. Las personas 
físicas o morales  que conforme al 
artículo anterior, realicen la 
explotación, uso o 
aprovechamiento de las aguas 
nacionales en materia de 
acuacultura reproductiva y que en 
sus procesos o actividad no 
utilicen como materia prima 
substancias que generen en sus 
descargas de aguas residuales, 
metales pesados, cianuros o 
tóxicos, podrán llevar a cabo sus 
descargas de aguas residuales con 
sujeción a las Normas Oficiales 
Mexicanas que al efecto se 
expidan, en las que se establezcan 
las condiciones particulares de sus 
descargas, de conformidad con la 
presente ley. 
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Por todo lo anteriormente expuesto y fundado me permito proponer 
el siguiente: 
 

DECRETO 
 
ARTÍCULO ÚNICO. – POR EL QUE SE REFORMA LA FRACCIÓN 
LVII. DEL ARTÍCULO 3º. Y SE ADICIONAN LOS ARTÍCULOS 82 
BIS 1. Y 82 BIS 2. DE LA LEY DE AGUAS NACIONALES, PARA 
QUEDAR COMO SIGUE: 
 
ARTÍCULO 3. … 
 
I. A LVI. … 
 
LVII. “Uso en Actividades de Acuacultura”: La explotación, uso o 
aprovechamiento de las aguas nacionales destinadas al cultivo, 
reproducción controlada, preengorda y engorda de especies de 
la fauna y flora, realizadas en instalaciones ubicadas en aguas 
nacionales, mediante técnicas de cría o cultivo, cuyos productos 
sean susceptibles de explotación comercial, ornamental o 
recreativa, siempre que éstos no hayan sido objeto de 
transformación industrial. 
 
LVII BIS. A LXVI. … 
 
… 
 
 
ARTÍCULO 82 BIS 1. La explotación, uso o aprovechamiento de 
las aguas nacionales para el cultivo, reproducción controlada, 
pre engorda y engorda de especies de la fauna y flora realizadas 
en instalaciones ubicadas en aguas, por medio de técnicas de 
cría o cultivo, que sean susceptibles de explotación comercial, 
ornamental o recreativa; siempre que los productos no hayan 
sido objeto de transformación industrial, se podrá realizar por 
personas físicas o morales previa la concesión respectiva 
otorgada por “la Autoridad del Agua”, en los términos de la 
presente Ley y sus reglamentos. 
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ARTÍCULO 82 BIS 2. Las personas físicas o morales  que 
conforme al artículo anterior, realicen la explotación, uso o 
aprovechamiento de las aguas nacionales en materia de 
acuacultura reproductiva y que en sus procesos o actividad no 
utilicen como materia prima substancias que generen en sus 
descargas de aguas residuales, metales pesados, cianuros o 
tóxicos, podrán llevar a cabo sus descargas de aguas residuales 
con sujeción a las Normas Oficiales Mexicanas que al efecto se 
expidan, en las que se establezcan las condiciones particulares 
de sus descargas, de conformidad con la presente ley. 
 
 
 

ARTÍCULO TRANSITORIO 
 
ÚNICO. - La presente Ley entrará en vigor al día siguiente de su 
publicación en el Diario Oficial de la Federación. 
 
 
 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 01 de septiembre de 2026 
 
 
 
 
 
 

 
DIPUTADO LEONCIO ALFONSO MORÁN SÁNCHEZ 
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I. Fuentes base de la iniciativa 
 
1. Problemática de Acuacultura Mexicana ante la Ley de Aguas 
Nacionales y la Ley Federal de Derechos 
Autor: Ing. José Antonio Fernández Meneses 
Fecha: 15 de diciembre de 2018. 
Documento utilizado para sustentar: 
 
Problemática regulatoria del sector. 
Costos de cumplimiento. 
Pago de derechos. 
Casos de multas. 
Homologación con la agricultura. 
Justificación de la reforma. 
(Documento proporcionado por el sector acuícola.) 
 
2. Propuesta sobre Nueva Modificación a la Ley de Aguas Nacionales 
y Modificación a la Ley Federal de Derechos 
Documento utilizado para elaborar el articulado de reforma y las 
modificaciones propuestas a: 
Ley de Aguas Nacionales. 
Ley Federal de Derechos. 
(Documento proporcionado por el sector acuícola.) 
 
II. Fuentes oficiales del Gobierno de México 
 
Comisión Nacional de Acuacultura y Pesca (CONAPESCA) 
Fuente: 
Cierra Agricultura 2024 con resultados positivos en pesca y 
acuacultura. 
Gobierno de México. 
 
Página web: 
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https://www.gob.mx/conapesca/prensa/cierra-agricultura-2024-con-
resultados-positivos-en-pesca-y-acuacultura-387149 
 
Información utilizada: 
 
Producción acuícola nacional. 
Valor económico del sector. 
Crecimiento de la acuacultura. 
Comisión Nacional de Acuacultura y Pesca (CONAPESCA) 
Fuente: 
CONAPESCA respalda a la gente de mar; son el motor de la 
alimentación en México. 
 
Gobierno de México. 
 
Página web: 
 
https://www.gob.mx/conapesca/prensa/conapesca-respalda-a-la-
gente-de-mar-son-el-motor-de-la-alimentacion-en-mexico-429236 
 
Información utilizada: 
 
Personas que viven de la pesca y acuacultura. 
Producción nacional. 
Importancia económica y social del sector. 
III. Organismos Internacionales 
Organización de las Naciones Unidas para la Alimentación y la 
Agricultura (FAO) 
Fuente: 
The State of World Fisheries and Aquaculture 2026 (SOFIA 2026) 
 
Página web: 
 
https://www.fao.org/publications/sofia/en/ 
 
Información utilizada: 
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Producción mundial de acuacultura. 
Participación de la acuacultura en la producción mundial. 
Seguridad alimentaria. 
Consumo de proteína proveniente de organismos acuáticos. 
Organización de las Naciones Unidas para la Alimentación y la 
Agricultura (FAO) 
Nota informativa sobre SOFIA 2026 
Página web: 
 
https://www.fao.org/newsroom/detail/sofia-2026--global-fisheries-
and-aquaculture-production-reaches-new-highs/en 
 
Información utilizada: 
 
Datos estadísticos actualizados. 
Tendencias mundiales de la acuacultura. 
IV. Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos 
(OCDE) 
OECD Fisheries and Aquaculture Statistics 
Página web: 
https://data-explorer.oecd.org/ 
 
Información utilizada: 
 
Información comparativa internacional. 
Desarrollo del sector acuícola. 
Competitividad. 
V. Marco jurídico nacional 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
Cámara de Diputados 
Página web: 
 
https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/CPEUM.pdf 
 
https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LAN.pdf 
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Información utilizada: 
 
Artículo 82. 
Régimen de concesiones. 
Descargas. 
Facultades de CONAGUA. 
Ley Federal de Derechos 
Cámara de Diputados 
Página web: 
 
https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LFD.pdf 
 
Información utilizada: 
 
Capítulo XIV. 
Derechos por descargas. 
Artículos 276 al 282 Bis. 
VI. Normatividad técnica 
NOM-001-SEMARNAT-2021 
Límites máximos permisibles de contaminantes en las descargas de 
aguas residuales en cuerpos receptores propiedad de la Nación. 
Diario Oficial de la Federación. 
 
Página web: 
 
https://www.dof.gob.mx/ 
 
Información utilizada: 
 
Parámetros técnicos. 
Límites máximos permisibles. 
Regulación de descargas. 
 
 
 



 24 

 
 
 
 
 
 

• Biblioteca del Congreso de la Unión 

 
 





































































































































Gaceta Parlamentaria Miércoles 2 de septiembre de 2026

Cámara de Diputados del Honorable Congreso de la Unión, LXVI Legislatura

Secretaría General

Secretaría de Servicios Parlamentarios

Gaceta Parlamentaria de la Cámara de Diputados

Director: Juan Luis Concheiro Bórquez, Edición: Casimiro Femat Saldívar, Ricardo Águila Sánchez, Antonio Mariscal Pioquinto.

Apoyo Documental: Dirección General de Proceso Legislativo. Domicilio: Avenida Congreso de la Unión, número 66, edificio E, cuarto nivel, Palacio Le-
gislativo de San Lázaro, colonia El Parque, CP 15969. Teléfono: 5036 0000, extensión 54046. Dirección electrónica: http://gaceta.diputados.gob.mx/

Mesa Directiva

Diputados: Raúl Bolaños-Cacho Cué, presidente; vicepresidentes, Sergio Carlos
Gutiérrez Luna, MORENA; Annia Sarahí Gómez Cárdenas, PAN; Nayeli Arlen Fer-
nández Cruz, PVEM; secretarios, Julieta Villalpando Riquelme, MORENA; Diana
Estefanía Gutiérrez Valtierra, PAN; Felipe Miguel Delgado Carrillo, PVEM; Fran-
cisco Amadeo Espinosa Ramos, PT; Fuensanta Guadalupe Guerrero Esquivel,
PRI; Laura Irais Ballesteros Mancilla, MOVIMIENTO CIUDADANO.

Junta de Coordinación Política

Diputados: Ricardo Monreal Ávila, presidente; José
Elías Lixa Abimerhi, PAN; Carlos Alberto Puente
Salas, PVEM; Reginaldo Sandoval Flores, PT; Ru-
bén Ignacio Moreira Valdez, PRI; Ivonne Aracely
Ortega Pacheco, MOVIMIENTO CIUDADANO.


	x20260902-II-4.pdf
	Página en blanco
	Página en blanco
	Página en blanco


